volver al inicio
IV CONGRESO DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Título:

Las políticas públicas sociales y el desarrollo territorial. Hacia un nuevo modelo de gestión.

Autores: 

Lic. Laura Buscaglia – Cra. Lidia C. Bastarreche

INDICE

41
ANALISIS DEL IMPACTO DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS SOCIALES EN EL TERRITORIO.


51.1
Ley 2128


    1.2      Plan Jefes y Jefas de Hogar…………………………………………………………...7
72
EL PRESUPUESTO COMO INSTRUMENTO PARA LA ACCIÓN


113
DESARROLLO LOCAL


124
PROPUESTA METODOLÓGICA


5     CONCLUSIÓN……………………………………………………………………………….14

6     BIBLIOGRAFÍA………………………………………………………………………………15


INTRODUCCIÓN
El presente trabajo tiene por objeto presentar una propuesta de gestión participativa local de los diferentes programas de asistencia social que son elaborados a nivel nacional, provincial y municipal. 
Como respuesta al avance del modelo neoliberal, el Estado implementa una diversidad de políticas  focalizadas que constan, mayoritariamente,  en el otorgamiento de subsidios a los sectores sociales vulnerables y en riesgo.
Las mismas no están vinculadas entre sí y en muchos casos se superponen, pues atienden idénticos problemas o dan soluciones a las mismas demandas efectuadas por la Sociedad,  lo que  provoca distorsiones significativas en sus objetivos y no contribuyen al  desarrollo del territorio.

Se sostiene que el Estado debería atender las necesidades de la población en riesgo con equidad social, por lo que tendrían que existir mecanismos de control y procesos de evaluación en los cuales participaran activamente los actores locales, como protagonistas del desarrollo de su región. 

La cultura  local,  manifestada en el liderazgo participativo, el consenso y la asociatividad, es la clave de todo proceso de desarrollo, por ello se sostiene que la eficiencia y eficacia de la gestión de estas políticas depende del capital social que pudiera existir en el territorio.

El trabajo comienza con la Sección 1, que  analiza el impacto de las políticas públicas y especialmente la Ley 2128 de la Provincia de Neuquén y el Plan Jefes y Jefas de Hogar.  La Sección 2 pone de relieve el rol que debería cumplir el Municipio y las ONGs locales en la gestión de esas políticas. En la Sección 3 se conceptualiza al Desarrollo Local, la Sección 4 elabora una propuesta de intervención social  y la metodología que se podría utilizar para el control y evaluación del impacto de las políticas sociales en el territorio. En la Sección 5 se presentan las conclusiones del trabajo. 

1 ANALISIS DEL IMPACTO DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS SOCIALES EN EL TERRITORIO.
A partir de los años 90 se profundiza en nuestro país, un conjunto de acciones que modifica totalmente la estructura económica-social. 

Vinculado con el proceso de globalización, se instala el paradigma neoliberal  a través de la aplicación de políticas de privatización, descentralización y apertura de mercados. Entre las múltiples consecuencias que acarrea, aparecen dentro de la dimensión social, la exclusión y la marginalidad, potenciando desigualdades y debilitando economías regionales.

Como respuesta para contener la situación, el Estado implementa una diversidad de políticas sociales que constan, mayoritariamente, en el otorgamiento de subsidios o planes.

Las Políticas Públicas son un conjunto de acciones o inacciones orientadas a satisfacer o no las demandas de la población. El análisis de cómo surgen y se resuelven las mismas requiere tener en cuenta la relación y vínculo entre el Estado y la Sociedad, especialmente en el contexto actual que implica, para la toma de decisiones, la intervención de todos los actores sociales.

Un actor social es un agente (individuo, institución, etc.) socialmente organizado con disposición de recursos que utiliza para el desarrollo de sus prácticas. Debe considerarse al Estado como un actor mas, cuya interacción con el resto va construyendo las transformaciones sociales.

Ninguna sociedad cuenta con los recursos suficientes para lograr todas las transformaciones y atender todas las demandas de sus integrantes.

Dentro de la sociedad, algunos sectores, organizaciones, grupos, etc., logran convertir en problemas algunas cuestiones que consideran necesario resolver. Las mismas atraviesan un ciclo que va desde su reconocimiento como problema hasta su resolución. En el camino, intervienen diferentes actores que son afectados en forma positiva o negativa por la cuestión planteada y que van adoptando diferentes posiciones.

Las relaciones sociales se van modificando a medida que las cuestiones son tratadas políticamente y mayor sea la cantidad de actores que intervienen en la búsqueda de resolución de las mismas. Muchas veces esta queda librada a la sociedad civil porque el Estado no considera oportuna su intervención. Negar el problema, relegarlo al olvido o reprimirlo, son acciones o formas de ejercer el poder para impedir el surgimiento de una cuestión.

Es necesario tener en cuenta que son variadas las posibilidades de los actores sociales para imponerla, que su resolución se alcanza mediante el uso de diferentes recursos (económicos, temáticos, organizativos) que la organización se plantea a nivel político (en las organizaciones y/o partidos políticos que representan a los actores sociales) y que incluso el Estado puede tomar decisiones autónomas si lo considera necesario para el bienestar general o el interés público.

En éste último caso, las decisiones posteriores vinculadas a la resolución de determinada cuestión, siempre están influidas por la posición que tomen los demás actores (sociales y los internos propios del Estado). Por eso la toma de posición del Estado es considerada importante no sólo por las consecuencias que puede producir sino porque el resto de los actores sociales así lo reconocen.

Dentro del Estado se da un doble proceso:

· repercusiones horizontales, en la que se va ajustando la posición de las diferentes unidades donde debe resolverse la cuestión

· repercusiones verticales, referidas a las competencias y asignación de recursos a las unidades dependientes de quién adoptó la política

La población destinataria de la asistencia estatal presenta altos niveles de necesidades básicas insatisfechas, desempleadas y con  carga de familia numerosa. Esta asistencia consiste en políticas sociales focalizadas.

Se observa que las mismas no están vinculadas entre sí, lo que provoca distorsiones significativas en sus objetivos y no contribuyen al desarrollo de la región y por ende del país.

Cada Organismo Público, ya sea de nivel Nacional, Provincial o Municipal, elabora su propio presupuesto en el que queda plasmado el plan estratégico de gobierno que desarrollará en el período de su gestión y que al aprobarse, por  Organismo competente,  se convierte en Ley. 

En varias ocasiones estos distintos niveles atienden idénticos problemas o dan soluciones a las mismas demandas efectuadas por la Sociedad.

Esta dispersión de criterios en la asignación de recursos, de distintos niveles de atención, de duplicidad de acciones, de confluencia de varios sectores hace imposible la verificación o seguimiento  de la efectividad y eficiencia en la real afectación del gasto. Otro condicionante se presenta en la dificultad que tiene el Estado para producir información sistemática y de calidad con el fin de efectuar monitoreos y el consecuente control social. Esto trae aparejado el consiguiente agravante de permitir que una misma persona esté incluida  en más de un plan, en desmedro de otras que no pueden acceder en función de los cupos limitados.
A título de ejemplo se puede observar que en la Provincia existen dos Planes que están orientados hacia la misma población objetivo, estos son la Ley  Provincial Nº 2128 y el Plan Nacional Jefes y Jefas de Hogar.  
1.1 Ley 2128

Con fecha 08.08.1995, lo diputados elevan al Presidente de la Legislatura de la Provincia de Neuquén, un proyecto de ley para la creación de un Fondo Complementario de Asistencia Ocupacional. Dicha propuesta es sancionada el 09.08.1995 como Ley 2128, denominación con la cual va a ser reconocida en el futuro.

Los lineamientos generales que se plasman en la misma son:

· creación del fondo, destinado a brindar asistencia a los desempleados de la Provincia, como complemento de aquellos que no estén beneficiados en programas nacionales de empleo.

· Requisitos para ser considerado beneficiario

· El monto no puede ser inferior a los estipulados en los programas nacionales

· La vigencia será hasta tanto persista la situación de grave deterioro del mercado laboral, de acuerdo a lo que reglamente el Poder Ejecutivo

· El Poder Ejecutivo definirá, a través de sus áreas específicas, líneas y proyectos para canalizar los fondos hacia sus beneficiarios a través de programas que definan las contraprestaciones de los mismos, en coordinación y asimilables a los programas oficiales o privados vigentes

· Se crea en el ámbito legislativo una Comisión Especial de seguimiento y control de la ejecución de la presente Ley, compuesta por siete (7) miembros, respetando la participación proporcional de los distintos bloques

· La autoridad de aplicación es la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Neuquén

· Faculta al Poder Ejecutivo a disponer la reestructura presupuestaria necesaria para atender el gasto que demande el cumplimiento de la presente ley

· La integración del fondo se completa con: recursos de la reestructura presupuestaria, el aporte voluntario del 5% en las remuneraciones de los funcionarios y autoridades y todo otro aporte estatal o privado que se realice con éste destino

Mediante Decreto Nº 1592 de fecha 23.08.1995, se estipula:

· la aprobación de un aporte inicial de $ 1.000.000,00 con destino al fondo creado por ley 2128, con el fin de complementar la atención de aquellas personas en situación de desocupación que no sean beneficiarios de otros programas similares nacionales, provinciales o municipales

· la creación, en el ámbito de la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Neuquén, de un Comité Ejecutivo cuya misión será administrar y proponer al Poder Ejecutivo Provincial los contenidos y normas que reglamenten la aplicación de la Ley

· la convocatoria a integrar el Comité Ejecutivo a diversas entidades gremiales, a representantes de las Iglesias Católicas y Evangélicas, a los Partidos Políticos, a las Comisiones Vecinales, a las Cámaras Empresarias representativas de las distintas ramas de la actividad económica provincial y a toda otro entidad representativa de los diversos sectores sociales provinciales

· que las decisiones que tome el Comité Ejecutivo se instrumentarán administrativamente por el Servicio Administrativo de la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia

· la creación y reestructura en el presupuesto general vigente (prorrogado)

· cuales son los Ministros que refrendan el presente Decreto

El 13.09.1995, a través del Decreto Nº 1733 se procede a reglamentar la Ley, que consiste en lo siguiente:

· especifica los requisitos que debe reunir el postulante al beneficio para poder integrar el Registro Único de Trabajadores Desocupados

· crea en la Subsecretaría de Trabajo un Registro de Oposición para recepcionar las denuncias de incompatibilidades o falsedades de datos

· establece el carácter de pública las declaraciones juradas realizadas por los interesados. Su falsedad  por omisión o declaración será denunciada a la Justicia por tratarse de delito tipificado en el Código Penal

· las tareas de contraprestación del beneficiario deben tener un mínimo de cuatro horas diarias y una asistencia del 100% en los días hábiles laborales establecidos por el Programa, salvo causa debidamente justificada

· los Municipios deben habilitar un registro de inscripción de postulantes a la Ley

· el Municipio eleva a Dirección de Empleo de la Subsecretaría de Trabajo, los listados de desocupados en condiciones de percibir la asignación

· la Autoridad de Aplicación recepciona la documentación y previo control, la conforma y la remite al Comité Ejecutivo para su aprobación

· el Comité Ejecutivo devuelve la documentación a la Autoridad de Aplicación y una vez finalizado el trámite administrativo correspondiente, remitirá los fondos al Municipio o Comisión de Fomento, quienes deberán rendir cuenta de los mismos al Tribunal de Cuentas, en un todo de acuerdo a la Ley Provincial Nº 53.
	AÑO
	CANTIDAD DE BENEFICIARIOS
	MONTO POR BENEFICIARIO
	MONTO TOTAL POR AÑO

	1996
	10.000
	$ 150,00
	$ 1.500.000,00

	2005
	26.000
	$ 150,00
	$ 3.750.000,00


No obstante los datos anteriores, la realidad de hoy es que existen:

· desocupados bajo subsidio: 50.000

· desocupados sin subsidios: de 30 a 35.000           
1.2 Plan Jefes y Jefas de Hogar
Se crea mediante el Decreto Nº 565/02 del Poder Ejecutivo Nacional, siendo las autoridades de aplicación los Ministerios de Trabajo, Desarrollo Local, Municipios y Consejos Consultivos. 

Los organismos que controlan y fiscalizan la correcta implementación del programa son  Comisión de Tratamiento de Denuncias de los Programas de Empleo (CODEM), la Unidad Fiscal de Investigaciones de la Seguridad Social (UFISES), el Consejo Nacional de Administración, Ejecución y Control (CONAEyC).
En su artículo 2º se establece que el programa está destinado a jefes/as de hogar con hijos de hasta 18 años de edad, o discapacitados de cualquier edad, y a hogares en los que la jefa de hogar  o la cónyuge, concubina o cohabitante del jefe de hogar se hallare en estado de gravidez, todos ellos desocupados y que residan en forma permanente en el país. El mismo se extiende a desocupados jóvenes y a mayores de 60 años que no hubieran accedido a una prestación previsional. 
En la actualidad y dada la reactivación económica se pretende reorientar a los beneficiarios del Programa  hacia otros más específicos. 
Según información suministrada por la Gerencia de Empleo y Capacitación Laboral con sede en Neuquén, en el año 2002 existían en la provincia 21.663 beneficiarios, en el año 2006 el número se redujo a 13.563 beneficiarios, reducción que obedece entre otras cosas a la reorientación de los mismos hacia otros Planes como por ejemplo Manos a la Obra y a la inserción en el mercado laboral. 
Según datos de la Dirección de Estadística y Censos de la Provincia del Neuquén, en el año 2006 la tasa de desocupación alcanza un promedio del 9%, es decir que había en la provincia aproximadamente 28.000 desocupados, lo que demostraría que existen beneficiarios que están recibiendo el subsidio de ambos Programas. 
2 EL PRESUPUESTO COMO INSTRUMENTO PARA LA ACCIÓN
“En el pasado, el presupuesto era entendido como la expresión, en términos financieros, de las acciones que el Estado se proponía desarrollar en un  período determinado, generalmente de un año.

En su concepción moderna, el presupuesto se constituye en un instrumento de programación económica y social, de gobierno, de administración y en un acto legislativo.

· Como instrumento de programación económica y social, se elaboran variables macro-económicas en el nivel nacional, provincial, regional o municipal para determinar los requerimientos que exigen respuesta inmediata

· Como instrumento de gobierno, implica la toma de decisiones que traen aparejado efectos transitorios o permanente en distintos niveles, por lo tanto deben ser coherentes coordinando a las jurisdicciones y entidades tanto del sector público como del sector privado

· Como instrumento de administración, se plasma en la ejecución que los distintos servicios financieros administrativos llevan delante de acuerdo a los objetivos planteados

· Como acto legislativo, requiere la participación de todos los ciudadanos en la elaboración, diseño y ejecución y sobre todo el control sobre el mandato transferido para el cumplimiento de los objetivos de desarrollo económico, social y político del entorno regional”. 

La Constitución Provincial en su articulado  reafirma la participación de las organizaciones de la sociedad civil, promueve el desarrollo sustentable, establece la mecánica de aprobación del Presupuesto y estimula la cooperación entre provincias y entre provincias y  nación. 
Estos temas están contemplados en los apartados y artículos que se transcriben a continuación:

PRIMERA PARTE – DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTÍAS

Título II – Derechos -  Capítulo II. Derechos sociales (Artículos del 37 al 53)
Organizaciones de la sociedad civil

Artículo 52 El Estado provincial favorece la constitución de organizaciones de la sociedad civil, sin fines de lucro, de asociación voluntaria, con capacidad de autogobierno, y cuya actividad persiga un fin de interés general en beneficio de la comunidad, como instrumentos para el desarrollo y participación democrática. …

SEGUNDA PARTE – POLITICAS DE ESTADO

Título I – Planificación y producción para el desarrollo sustentable (Artículos 74 al 89)
Finalidad de la economía y de la explotación de los recursos
Artículo 74 La organización de la economía y la explotación de la riqueza tienen por finalidad el bienestar general, respetando y fomentando la libre iniciativa privada, con las limitaciones que establece esta Constitución, para construir un régimen que subordine la economía a los derechos del hombre, al desarrollo provincial y progreso social.
Promoción del desarrollo económico social

Artículo 75 El Estado provincial fomenta la producción y promueve la industria y el comercio. Procura, además, la diversificación de la industria con sentido regional y su instalación en los lugares de origen. Sanciona leyes de fomento para la radicación de nuevos capitales y pobladores. Impulsa políticas de exportación promoviendo la producción y comercialización de bienes y servicios, en función del valor agregado que incorporan a la economía regional. Favorece la acción de las pequeñas y medianas empresas locales. …

TERCERA PARTE – ORGANIZACIÓN DEL ESTADO

Título II – Poder Legislativo – Capítulo II. Atribuciones y deberes (Artículos 189 al 190)
Atribuciones

Artículo 189 Corresponde a la Cámara de Diputados:

…

8. Sancionar anualmente el presupuesto general de la Administración Pública provincial de gastos y cálculo de recursos, el cual podrá incluir una estimación plurianual. La ley de presupuesto es la base a que debe sujetarse todo gasto de la Administración Pública de la Provincia y en ella deben figurar todos los ingresos y egresos ordinarios y extraordinarios, aun cuando hayan sido autorizados por leyes especiales. …
9. Aprobar o desechar anualmente las cuentas de inversiones de la Administración.

…

Título III – Poder Ejecutivo – Capítulo II. Atribuciones, deberes y prohibiciones (Artículos 214 al 215)

Atribuciones y deberes

Artículo 214 El gobernador es el jefe de la Administración de la Provincia y tiene las siguientes atribuciones y deberes:

…

8. Enviar el proyecto de ley de presupuesto general de la Administración Pública provincial del siguiente ejercicio, hasta el 31 de octubre de cada año, el cual podrá incluir una estimación plurianual.
9. Dar cuenta a la Cámara, dentro de los dos (2) primeros meses de sus sesiones ordinarias, del resultado del ejercicio anterior.

… 
CUARTA PARTE – REGIMEN MUNICIPAL (Artículos 270 al 299)
Atribuciones comunes

Artículo 273 Son atribuciones comunes a todos lo municipios, con arreglo a sus cartas y leyes orgánicas:

…

g. Votar anualmente su presupuesto de gastos y cálculo de recursos para costearlos y resolver sobre las cuentas del año vencido, remitiéndolas inmediatamente al Tribunal de Cuentas provincial.

…

m. Celebrar acuerdos con la Provincia, el Gobierno Federal u organismos descentralizados para el ejercicio coordinado de facultades concurrentes e intereses comunes.

Es deseable que los tres Presupuestos, nacional, provincial y municipal,  mantuvieran una coherencia y complementación en la asignación de los recursos, a efectos de maximizar los objetivos que en cada caso se prevé alcanzar con la partida asignada. 

Específicamente en el nivel municipal el Presupuesto, en cuanto a la aplicación de políticas sociales a sectores vulnerables, tendría por lógica consecuencia, que cubrir los déficit que se encuentran en los otros dos niveles; teniendo en cuenta la magnitud de los recursos con que cuenta. 

Un mecanismo a llevar a cabo, si el Municipio quiere promover la democracia participativa es el Presupuesto Participativo, mediante el cual se generan procesos e instancias de intervención de la ciudadanía en la fijación de prioridades presupuestarias.

En países de América esta práctica de gestión se convirtió en una vía para reestablecer la relación entre el Estado y la Sociedad Civil y generar cambios en las prioridades de la administración, al incorporar instancias de participación ciudadana para deliberar sobre las necesidades y demandas comunitarias. 

De esta interacción surgen al menos dos efectos relevantes, a efectos del análisis que se propone realizar. El primero es el grado de involucramiento que se alcanza especialmente en las ONGs locales y el segundo  se centra en el grado de confianza, que en un proceso gradual, van alcanzando los actores sociales involucrados.

Ambos elementos son fundamentales para el control y evaluación de la gestión Municipal.

Ahora bien, este Presupuesto Municipal, en tanto asignación y cuantificación de partidas, debería ser el reflejo del Proyecto Político Participativo, también elaborado con la comunidad local. 

Desde esta concepción las asignaciones de las distintas partidas  deberían tener su fundamento en las Estrategias, Programas y Proyectos diseñados a través de la Planificación Estratégica, utilizada como instrumento metodológico para garantizar la participación de la comunidad, a través de las Instituciones Locales, Extra Locales y Actores Sociales  individuales relevantes. 

Es decir entonces que gobierno y sociedad civil elaboran el Proyecto Político y luego priorizan Programas y Proyectos a los que se asignan las partidas correspondientes en el Presupuesto. 

Estas dos instancias de participación posibilitan la construcción de capital social y garantizan la  satisfacción de las necesidades locales, la inclusión social y la gobernabilidad. 

El capital social implica la presencia de una relación social duradera que puede ser movilizada a los fines de un determinado sujeto de la acción, pero que también existe independientemente de esos fines, y por lo tanto, de su ser movilizado en función de ellos.

Por ello es lícito considerar la noción de capital social como utilizable tanto para una teoría de la acción individual como para una teoría de la democracia.

Una teoría del capital social coincide con una teoría de la reproducción de la socialidad.

La teoría del capital social no es sólo una teoría de los procesos a través de los cuales el sujeto de la acción utiliza las estructuras sociales para perseguir sus propios fines singulares, sino también de los procesos a través de los cuales las mismas relaciones interpersonales de reconocimiento son producidas y reproducidas para formar el tejido de la socialidad.

La diversidad de las estructuras de las redes interpersonales en las que se constituye el capital social derivan tanto la diversidad de las estrategias y los recorridos de persecución de los fines individuales como los distintos modos de construcción y funcionamiento de las instituciones que garantizan el orden social.

Las experiencias existentes a nivel nacional e internacional permiten sostener que si el Estado asume su rol de facilitador de procesos participativos a través de la formulación de su Proyecto Político Participativo, utilizando como herramienta la Planificación Estratégica se fortalece el tejido social existente, mejorando la capacidad de cooperación entre los actores sociales, creando redes sociales en algunos casos y en otros consolidándolas.

Siguiendo a Putnam se manifiestan claramente los tres elementos apuntados en su definición de capital social: confianza, cultura cívica y asociatividad. 

Un ejemplo específico lo representa el proceso de la Ciudad de Cipolletti, Provincia de Río Negro, en la cual el  Plan Estratégico,  fue el elemento disparador para reactivar la iniciativa y la capacidad de movilización de la comunidad, ya que posibilitó un espacio neutral de negociación y puesta en común de ideas y proyectos. 

Los actores convocados, encontraron en esta iniciativa una posibilidad de recuperar el liderazgo que la comunidad tenía hasta los años sesenta, se reactivaron iniciativas postergadas y se desarrollaron nuevas. 

El factor clave de éxito radicó en el grado de confianza que se fue alcanzando en la medida que se realizaban las distintas etapas de Plan. 

Para que el Proyecto Político se consolide es necesario comenzar una etapa de fortalecimiento institucional,  que  posibilite la participación activa de todos los miembros de las organizaciones y se facilite el flujo horizontal y vertical de la información.

Asimismo hay que tener en cuenta que la formación de capital social es un proceso que promueve un cambio de paradigma, pues se trata de modificar actitudes y culturas, es tomar conciencia de los derechos y obligaciones que como ciudadano se tiene, es comprender que con la participación asociada y cooperativa se generan espacios de negociación que permitan  una mayor equidad social y sustentabilidad. 

Es decir en el proceso influyó tanto el capital social individual como  el colectivo. La riqueza del capital social yace precisamente en la interacción entre las estrategias individuales y las instituciones e intereses de la comunidad. El capital social individual de las redes y el capital social comunitario de las instituciones son sinérgicos, es decir, se refuerzan y complementan.

3 DESARROLLO LOCAL

Se entiende que el desarrollo centrado en lo local se enfoca en el aprovechamiento de los recursos y potencialidades endógenos, por lo tanto, siguiendo a Max-Neef y Elizalde, el desarrollo se refiere a las personas y no a los objetos.

La diferencia sustantiva con el enfoque dominante del desarrollo es que si bien el Desarrollo a Escala Humana contempla los aspectos materiales de la existencia humana, los mismos forman sólo una parte no central ni mayoritaria, en un sistema de necesidades que incluye aspectos intangibles, de tipo cultural, intelectual, afectivo o espiritual.

Clasifican a los satisfactores en cinco grupos, el que interesa ahora analizar son los sinérgicos, que satisfaciendo la necesidad a la que se dirigen, ponen a su vez en marcha otros procesos, permitiendo la satisfacción de varias o todas las necesidades del sistema.

Suelen surgir de los procesos participativos de base, cuando una comunidad busca consultivamente sus propias soluciones.

Un ejemplo sería una organización comunitaria, orientada a promover la participación. Desde esa participación, pueden provocarse la sinergia para satisfacer otras necesidades.

Si los satisfactores son sinérgicos, cualquiera sea la necesidad que los haya motivado, esta puede ser la “puerta” para iniciar procesos retroalimentativos que beneficien a todo el sistema de necesidades.

Entendiendo así al Desarrollo, se redefine el rol del Estado pues pasaría a ser 
un facilitador de los procesos de generación de satisfactores sinérgicos surgidos de las bases, promoviendo proyectos de abajo hacia arriba, impulsando la participación local y comunitaria, y con ella la descentralización.

Surge claramente la importancia de la construcción de capital social, de redes sociales que incluyan y promuevan sinergias que permitan la integración social. 

El proceso de desarrollo pasa por la creación de un Proyecto Político que integre recursos y esfuerzos en torno a los objetivos formulados por la comunidad local. Siendo el Estado, en su rol de facilitador, el que  sensibiliza y moviliza a los actores sociales del nivel local mediante redes de solidaridad, que rompan el tradicional aislamiento, faciliten la circulación de la información, refuercen las estructuras existentes y difundan más rápidamente las experiencias y el progreso.

4 PROPUESTA METODOLÓGICA

La propuesta, que se presenta, es elaborada teniendo en cuenta la problemática planteada en la ciudad de Neuquén como consecuencia de la implementación de los distintos programas sociales en especial la Ley 2128.

Se trata de un Modelo de Gestión Participativa, que reconoce un proceso de construcción del mismo mediante una secuencia lógica que consta de cuatro etapas: Diagnóstico, Sensibilización, Elaboración y Puesta en Marcha.  

Se plantean los siguientes objetivos:

1. Generar mecanismos de control  en cuanto a las características y requisitos que deben cumplir las personas beneficiarias establecidos por la Ley.

2. Promover mecanismos de evaluación del impacto que la mencionada norma legal tiene en la cultura  y en el desarrollo local.

3. Promover factores sinérgicos que posibiliten la satisfacción de necesidades y mejora de la calidad de vida de los beneficiarios. 

Primera Etapa: DIAGNÓSTICO

Los datos sobre beneficiarios, programas y proyectos e Instituciones Sociales involucradas se encuentran dispersos, dada la particularidad en el tratamiento de apoyo a los sectores vulnerables de la comunidad. 

Para que estos datos se conviertan en información relevante, es necesario reunir, compatibilizar, actualizar y sintetizar la información existente, a saber: 

1. Programas Nacionales, Provinciales y Municipales que tengan aplicación local.

2. Relevamiento socio - económico de la población beneficiaria. 

3. Relevamiento de las Organizaciones públicas y privadas que actúan en el medio.

4. Relevamiento de Programas y Proyectos que estén ejecutándose o se ejecutarán desde las Instituciones Locales. 

El resultado esperado de esta etapa es la conformación de una Base de Datos Unificada. 

A partir de esta información se elabora un Documento Preliminar de Diagnóstico, que se pondrá a consideración de los Actores Sociales Colectivos e Individuales que participen del proceso. 

El Documento es Preliminar pues la elaboración del Diagnóstico definitivo se realizará  con la participación de los Actores Sociales Colectivos e Individuales relevantes del medio local.

Segunda Etapa: SENSIBILIZACIÓN

Una vez detectados los Actores Sociales Colectivos e Individuales, se los convoca a participar en el proceso, mediante la firma de un Acta Acuerdo, que rubrican los representantes de las Organizaciones públicas y privadas y las personas convocadas expresamente por su trayectoria y/o influencia local. 

Es importante poner de manifiesto que se trata de una propuesta  asociada y participativa, cuyo objetivo principal es optimizar los recursos de que se disponen para apoyar a los sectores vulnerables de la ciudad, coordinar acciones para evitar la superposición y propender a mejorar su calidad de vida. 

Se trata de promover un cambio cultural en la comunidad, basado en la participación, la asociatividad y el trabajo, entendiendo a este último como un factor clave de construcción social. 

Con los Actores que adhieran se conforma el Consejo Consultivo, que designará al Equipo de Trabajo. Cada organización nombrará un titular y un suplente. 

Se debe garantizar que en la conformación del Equipo de Trabajo estén representados todos los sectores adheridos, su número no superará los quince, cada miembro titular tendrá su correspondiente suplente.  

El Consejo Consultivo es  el órgano de gobierno, que planifica, prioriza y decide sobre las actividades a desarrollar,  la asignación de los recursos disponibles y  el organismo responsable de su ejecución. La actividad de seguimiento, control y evaluación  estará a cargo del Equipo de Trabajo.

En la primera reunión el Consejo elaborará su Reglamento de Funcionamiento.

Tercera Etapa: ELABORACIÓN

El responsable de la preparación de las actividades será el Equipo de Trabajo, quien propondrá la agenda de actividades para esta etapa al Consejo Consultivo. 

Tiene las siguientes subetapas:

1. ELABORACIÓN DEL DIAGNÓSTICO DEFINITIVO

El mismo tiene como documento base el  Diagnóstico Preliminar. Se convoca a un  Taller, en el que los participantes se dividen en comisiones y analizan el documento preliminar y proponen las modificaciones que consideren necesarias. 

Cada comisión tendrá un coordinador quién recopila la información y la presenta en el Plenario General. 

El Equipo de Trabajo es el encargado de elaborar el Documento de Diagnóstico Final.  

Este documento se distribuye a todas las Organizaciones y actores individuales intervinientes quienes, en un plazo no mayor a diez días, prestarán su conformidad.

En reunión plenaria el Consejo Consultivo lo aprueba. 

2. ELABORACIÓN DE LA METODOLOGÍA A APLICAR PARA EL CONTROL Y EVALUACIÓN DE LAS POLÍTICAS DE APOYO A SECTORES VULNERABLES.

El Equipo de Trabajo presenta al Consejo Consultivo un borrador de la propuesta metodológica,  en base a la información recopilada, para coordinar los distintos programas y acciones de apoyo al sector objetivo de población. 

En esta etapa se debe garantizar un ámbito de articulación y negociación,  reconociendo el carácter multisectorial, interdisciplinario y participativo del mismo. Poniendo especial énfasis en la organización de las propuestas y estableciendo los compromisos necesarios para sustentar las mismas. 

En la elaboración de la propuesta metodológica para el control y evaluación de resultados se debería tener en cuenta, tres elementos: la diversidad de Programas existentes en los tres niveles, la heterogeneidad de los beneficiarios y la distribución geográfica.

La Base de Datos identifica a los beneficiarios según su documento de identidad lo que posibilita que no exista duplicidad de beneficios en uno o más programas vigentes. Las modificaciones que se fueran realizando en los grupos familiares serán controladas por comisiones dispuestas en cada barrio. El acercamiento al beneficiario favorece por un lado el mejor conocimiento de su situación y  por el otro el acceso directo a la información. 
La conformación de estas comisiones barriales será resorte del Consejo Consultivo.

La evaluación, se realizará en tres niveles. Cada comisión barrial, convocará a un taller a los beneficiarios de su barrio. El producto del mismo será la elaboración de propuestas de mejora y los puntos fuertes y débiles del conjunto de beneficiarios.

El Equipo de Trabajo y las comisiones barriales, con la misma metodología de taller, analizarán los productos de cada barrio y formularán su propuesta de mejora, que elevarán al Consejo Consultivo quién teniendo en cuenta los insumos de los dos niveles anteriores realizará el informe final y propondrá las nuevas líneas de acción. Este informe final se distribuirá a cada comisión barrial para poner a disposición de los beneficiarios. 
Cuarta Etapa: PUESTA EN MARCHA
El Consejo Consultivo, a través del  Equipo de Trabajo, comienza con la actividad de control y evaluación de los Programas.  

5 
CONCLUSIÓN
A partir de la década del 90, con la profundización del modelo neoliberal, apertura económica, descentralización y privatización,  surgen graves consecuencias para las clases sociales más vulnerables.

Se observa que si bien las variables macroeconómicas crecen a ritmos acelerados, la marginación y la exclusión social también crecen a un ritmo mayor. El crecimiento económico y el desarrollo tienen comportamientos contrapuestos. 

Frente a este escenario, los distintos niveles de gobierno comienzan a elaborar políticas focalizadas para hacer frente a la crisis, teniendo todas ellas la misma población objetivo. 

El Municipio se convierte en el centro de los reclamos y demandas sociales, sin poseer  en muchos casos, capacidad de respuesta. 

La puesta en marcha en la provincia de la Ley 2128 y del Plan Jefes y Jefas de Hogar provoca un sinnúmero de inequidades y de ineficiencias en el uso del dinero público, propiciado por un lado por la falta de control que existe sobre ambos programas y por el otro por la falta de coordinación entre ambos niveles de gobierno. 
Por otra parte existe una brecha muy importante entre lo expresado en las normas que crean los distintos Programas de apoyo a los sectores más vulnerables de la Provincia del Neuquén y la implementación de las mismas. 

Dentro de este esquema los municipios deberían asumir un cambio de rol, estableciendo un gobierno local que responda a las demandas de la comunidad permitiendo la incorporación de la ciudadanía para asegurar la eficacia de la política social. Participación entendida como instrumento en la elaboración, diseño, implementación, evaluación de resultados y control social.

Recursos privados sumados a los públicos apelando a aunar esfuerzos entre agentes del sector Público y organizaciones sociales diversas que tengan injerencia en un sector geográfico.

Para poder alcanzar lo planteado, es necesario: a) Promover el desarrollo local regional, b) Propiciar el cambio organizacional al interior del Municipio, c) Estimular el acompañamiento de los distintos actores de la comunidad y d) promover articulaciones entre varios municipios para dar respuesta a problemas compartidos y para cuya resolución se deban coordinar esfuerzos y acciones.

Como hipótesis principal se deberían considerar organizaciones como coordinaciones en redes, con estructuras flexibles para compensar diferencias, con facilidades en la interacción ágil de los diferentes actores y organizaciones, sean éstas estatales, económicas, comunitarias, sociales, sectoriales, etc.

Un tema prioritario lo constituye el acceso y el intercambio de la información fidedigna, precisa, clara, oportuna, transparente ya que es la piedra angular para la toma de decisiones en forma conjunta, en tiempo y forma. 

Por todo ello es que se propone un Modelo de Gestión Participativa, que posibilite  la transparencia en las acciones,  genere la confianza entre las organizaciones públicas y privadas involucradas y construya capital social. 
De esta manera se generan las sinergias que permiten la integración social y por ende la satisfacción de las necesidades. 

Asimismo el Modelo permite optimizar el uso de los recursos de que se dispone a través de la coordinación de  los planes y de las organizaciones responsables de llevarlos a cabo, el control que realiza comunidad y la evaluación de los resultados que posibilita  corregir los desvíos y proponer mejoras.  
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